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cilio, pues ambas cuestiones constaban en el Registro
de la Propiedad.

Así, el órgano judicial privó a la demandante de un
derecho, sin requerimiento previo de desalojo y sin oírla.
Ello provoca la indefensión de la demandante de amparo,
pues contra el mandato contenido en el art. 24.1 CE
de promover la defensión mediante la correspondiente
contradicción, y sin perjuicio del pronunciamiento que
pueda recaer, de lo se que resuelva sobre la posesión
y sobre la posible reserva de las acciones que puedan
corresponder a los implicados, conforme acertadamente
mantiene el Ministerio Fiscal, el órgano judicial acordó
el lanzamiento del propietario y poseedor legítimo de
una vivienda sin tan siquiera permitirle comparecer a
defender su derecho en un procedimiento contradictorio.

Tampoco puede asumirse la tesis del codemandado
en este recurso, Sr. Yamashita, de que la indefensión
se ha debido a un comportamiento negligente o indi-
ligente de la recurrente, pues al igual que ocurrió en
su caso (conociendo la existencia del procedimiento de
ejecución en diciembre de 1992, no acudió a pedir la
nulidad de actuaciones hasta marzo de 1994) el tiempo
no es relevante en el supuesto concreto. Primero, porque
la recurrente acudió primero al orden penal por entender
que los hechos eran constitutivos de un delito de estafa.
En segundo lugar, porque una persona actuando en su
nombre compareció pero no se le permitió subsanar el
defecto de representación, a pesar de que se manifes-
taban expresamente las circunstancias excepcionales
que concurrían. Finalmente, ni en el caso del codeman-
dado, ni en el de la recurrente, debe olvidarse su con-
dición de extranjeros y residentes fuera de España.

10. Por lo que se refiere a los efectos de este ampa-
ro, procede, de conformidad con lo expuesto en el primer
fundamento de derecho y lo solicitado por el Ministerio
Fiscal, anular las resoluciones judiciales desde el momen-
to en que se acordó por el órgano judicial el lanzamiento
de los ocupantes de la vivienda objeto del procedimiento
sumario ejecutivo. Todo ello con el fin de que la deman-
dante sea oída para que a la vista del título que exhibe,
se resuelva sobre la procedencia o no del desalojo de
la vivienda, y sin perjuicio de las acciones que cada parte
pueda entablar en este caso, en las que este Tribunal
no puede entrar, como no puede acordar, pese a la pre-
tensión de la recurrente, reponerla en la posesión de
la vivienda objeto del proceso de ejecución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por doña
Natalia Ledovskikh y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.o Declarar la nulidad de las resoluciones judiciales
procedentes del Juzgado de Primera Instancia núm. 4
de Málaga y de la Sección Quinta de la Audiencia Pro-
vincial de Málaga que denegaron a la demandante la
intervención para ser oída en el proceso sumario eje-
cutivo del art. 131 de la Ley hipotecaria, registrado con
el núm. 1204/90 del mencionado Juzgado de Primera
Instancia.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior a dictarse la resolución acordando el
desalojo de la demandante de la vivienda objeto del
procedimiento hipotecario para que, con intervención

de la demandante y exhibición del título que ostenta
sobre la vivienda, se resuelva sobre dicho desalojo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de febrero de dos mil
tres.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

4493 Sala Primera. Sentencia 30/2003, de 13 de
febrero de 2003. Recurso de amparo
2988/98. Promovido por don Francisco y don
Carlos Estéfano Mardones frente a la Senten-
cia de la Audiencia Provincial de Vizcaya que
desestimó su recurso de apelación en pleito
sobre arrendamiento de una industria de
bar-cafetería.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: Sentencia de apelación civil que debe
resolver el fondo de una pretensión sobre
error en la determinación de los hechos y en
la valoración de la prueba por el fallo de ins-
tancia, que no podía ser corregido en acla-
ración de éste.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2988/98, promovido
por don Francisco y don Carlos Estéfano Mardones,
representados por la Procuradora doña Paloma Ortiz-Ca-
ñavate Levenfeld y asistidos por el Letrado don Juan
Carlos Verdeal Pinto, contra la Sentencia de 19 de mayo
de 1998 de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Vizcaya, dictada en el rollo de apelación civil 761/95.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido parte don
Luciano González Verdú, representado por el Procurador
don Isacio Calleja García y asistido por la Letrada doña
Araceli Carreras Ramírez. Ha sido Ponente el Magistrado
don Pablo García Manzano, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 1 de
julio de 1998, presentado en el Juzgado de guardia el
29 de junio, se interpuso el recurso de amparo que se
deja mencionado en el encabezamiento y que se fun-
damenta en los siguientes hechos:

a) Don Francisco y don Carlos Estéfano Mardones,
en su condición de arrendadores de una industria de
bar-cafetería sita en Baracaldo, fueron demandados por
su arrendatario, don Luciano González Verdú, en juicio
de menor cuantía, en solicitud de que se declarase la
resolución del contrato de arrendamiento existente entre
las partes por incumplimiento de los arrendadores
demandados, y se condenase a éstos a abonar al actor,
en concepto de daños y perjuicios la cantidad de
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2.928.887 pesetas, a que ascendían, entre otros, la fian-
za prestada en su día y el importe de las mejoras y
reparaciones efectuadas por el demandante en la indus-
tria arrendada.

b) Los demandados contestaron a la demanda opo-
niéndose a ella y formularon, a su vez, reconvención
en la que, en síntesis, se solicitaba la resolución del con-
trato de arrendamiento litigioso por incumplimiento
imputable al actor, y se condenase a éste a la pérdida
de la fianza de 2.000.000 de pesetas en su día prestada,
en concepto de pago parcial para cubrir los daños y
perjuicios derivados del incumplimiento, así como al
pago a los demandados de 2.920.000 pesetas en con-
cepto de daños y perjuicios, más los intereses legales
y moratorios.

c) Seguido el procedimiento y tras la oportuna tra-
mitación, el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
Barakaldo (autos 676/94), dictó Sentencia el 29 de sep-
tiembre de 1995 en la que estimó parcialmente la
demanda y declaró resuelto el contrato de arrendamiento
de industria existente entre las partes, condenando a
los demandados a abonar al demandante la suma de
271.333 pesetas, con los intereses señalados en el art.
921 LEC y, asimismo, estimó parcialmente la reconven-
ción, y declaró la resolución del citado contrato, no
habiendo lugar al resto de las pretensiones, pagando
cada parte sus costas y las comunes por mitad.

d) Los demandados interpusieron recurso de ape-
lación contra la Sentencia de primera instancia que,
admitido a trámite, dio lugar al rollo de apelación 761/95
seguido ante la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Vizcaya. En este rollo, consta un escrito, integrado
por trece folios, en el que los apelantes, a los efectos
de los arts. 709 y 876 LEC, expusieron los motivos del
recurso que, en lo que ahora interesa, fundaron en las
siguientes alegaciones:

«Basa su apelación esta parte en dos motivos prin-
cipales: error en la apreciación de la prueba e infracción
de precepto legal. Error en la apreciación de la prueba,
por un lado, al apreciarse equivocadamente, a nuestro
juicio, un incumplimiento en las obligaciones de los arren-
dadores, ahora apelantes; y por otro, al establecerse,
en base al contrato de arrendamiento suscrito, que la
cantidad debida a los arrendadores es de 1.800.000
ptas., a razón de 100.000 ptas. mensuales, cuando los
términos del contrato referentes a la renta pactada son
otros muy distintos. Infracción de precepto legal en base
a que determina que el arrendatario reconvenido sólo
está obligado a satisfacer las rentas desde el inicio del
contrato hasta la fecha de esta resolución apelada, vul-
nerando así lo establecido en el contrato y lo previsto
en los artículos 1091, 1255, 1256 y 1258 del Código
Civil» (folio 4).

«También incurre, dicho sea de nuevo con todos los
respetos, el Juzgador a quo en un error al interpretar
el contrato de arrendamiento de negocio suscrito, al cal-
cular las cantidades debidas por el arrendatario a los
ahora apelantes. Y no sólo error en la apreciación de
esa prueba, sino también infracción de Ley. Tiene ello
su explicación. Dice el Juez que “siendo la renta pactada
100.000 pesetas mensuales el demandante deberá
pagar 1.800.000 pesetas”, en base a los 18 meses trans-
curridos. Pues bien: la renta pactada en el contrato de
arrendamiento fue de 100.000 pesetas mensuales del
01/03/1994 al 30/05/1994 y de 140.000 pesetas
mensuales del 01/06/1994 al 28/02/1997, fecha en
la que finalizaba el mismo. Siguiendo el razonamiento
del Juez a quo, no compartido por esta parte, de imputar
el pago de las rentas al arrendatario solo hasta la fecha
de la resolución apelada (29/09/1995) no son 18 meses
los transcurridos, sino 19 meses, y no a razón de
100.000 pesetas mensuales, sino (estipulación 3.a del
contrato) a razón de:

01/03/1994 al 30/05/1994: 3 meses × 100.000
ptas./mes = 300.000 ptas.

01/06/1994 al 29/09/1995: 16 meses × 140.000
ptas./mes = 2.240.000 ptas.

Con lo cual, de acuerdo con el razonamiento del Juez
a quo, lo debido a esta parte en concepto de rentas
devengadas y no pagadas asciende a 2.540.000 pesetas
y no a 1.800.000 pesetas» (folio 10).

«Subsidiariamente, en todo caso, en términos de
defensa, para el hipotético supuesto de que la Sala aco-
giera como suyos los argumentos fácticos y jurídicos
del Juzgador a quo, pues mantenemos, como queda
expuesto, que sólo cabe la desestimación completa de
la demanda de la contraparte y la admisión completa
de la reconvención, señalar que, como queda dicho, las
rentas pendientes serían de 2.540.000 ptas., y no de
1.800.000 ptas., por lo que en el juego de compen-
saciones establecido por la Sentencia recurrida, resul-
taría un saldo a favor de esta parte de 468.667 ptas.,
y no a favor de la contraparte de 271.333 ptas., cantidad
resultante de restar 2.540.000 ptas., menos 2.071.333
ptas., cantidad que subsidiariamente, en su caso, soli-
citamos» (folio 11).

En atención a estas alegaciones se terminaba supli-
cando la estimación del recurso, «y en consecuencia
dictar Sentencia revocando en todas sus partes la de
primera instancia apelada, absolviendo a esta parte de
la demanda planteada por don Luciano González Verdú,
y con plena estimación de la demanda reconvencional
planteada por los Hermanos Estéfano Mardones, con
todos los efectos contenidos en la misma y en el cuerpo
de este escrito, subsidiariamente, con revocación parcial
de la Sentencia apelada declarase que la cantidad resul-
tante de las compensaciones establecidas por el Juz-
gador de instancia sería a favor de los apelantes en la
cuantía de 468.667 ptas., y no de 271.333 ptas. a favor
de los apelados por los motivos expuestos en el cuerpo
de este escrito».

e) Desarrollada la apelación por escrito, la Sala dictó
Sentencia el 19 de mayo de 1998, notificada el 5 de
junio de 1998, por la que se desestimó el recurso y
se confirmó la Sentencia apelada en su integridad.

En el primero de los fundamentos jurídicos de la Sen-
tencia se justifica el fallo en la siguiente motivación:

«Una primera cuestión estriba en que el recurrente
solicita aclaración de Sentencia en esta apelación. Funda
esta extemporánea petición en que la Sentencia apelada
sufre un error de cuenta consistente en que estima en
100.000 pesetas mensuales la renta pactada cuando
esta suma se corresponde con la de las tres primeras
mensualidades, siendo las de las siguientes 140.000
pesetas mensuales. Si la Sentencia incurre en tal error
de cuenta tiempo tuvo el hoy recurrente de solicitar su
rectificación para, así, colocar al contrario en una posi-
ción procesal clara para, en su caso, interponer recurso
de apelación por cuanto la suma reclamada mediante
la “aclaración” que se dice ejercitar es de 740.000 pese-
tas, cantidad estimable y apreciable por la parte en el
mismo momento de dictarse la Sentencia. Por ello esti-
mamos que no es éste el momento procesal oportuno
para aclarar la Sentencia» (FJ 1).

Tras esta motivación, en el fundamento jurídico 2
se vuelve a afirmar lo siguiente:

«lo que no cabe es incrementar la suma a abonar
por el inquilino en una aclaración de Sentencia a dictar
por el órgano de apelación.»

2. La demanda denuncia la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva que, a juicio de los recurrentes,
se produce porque la Audiencia no resuelve una de las
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pretensiones formuladas en el recurso de apelación plan-
teado en tiempo y forma.

En el recurso se alegaba que la Sentencia de primera
instancia había incurrido en un error en la apreciación
de la prueba, en concreto, en error de hecho en la deter-
minación de las bases indemnizatorias, y en infracción
de precepto legal. En error al contabilizar el tiempo trans-
currido desde la formalización del contrato (1 de marzo
de 1994) hasta la fecha de la Sentencia de primera
instancia (29 de septiembre de 1995) (19 meses en
lugar de 18), y, sobre todo, al apreciar e interpretar la
estipulación 3 del contrato de arrendamiento aportado
como prueba documental, donde la cuantía de la renta
mensual pactada pasaba a ser de 140.000 pesetas. men-
suales, a partir del 1 de junio de 1994 y hasta el 29
de septiembre de 1995.

A juicio de los recurrentes, estos errores probatorios
(sic), exceptuando el error en el cómputo de los meses
transcurridos, no son una simple equivocación aritmética
o material que pueda ser subsanada mediante aclaración
de Sentencia, sino que tiene un alcance mayor, ya que
no sólo altera las cuantías que deben abonarse recípro-
camente las partes, sino que supone una modificación
de los fundamentos legales de la Sentencia, en particular
de la determinación de las bases indemnizatorias, y un
cambio radical del fallo, al tener que abonar dinero el
demandante a los demandados, en lugar de estos a
aquél. Por lo que no podía subsanarse a través de un
recurso de aclaración y exigía el recurso de apelación.

3. Por providencia de 23 de noviembre de 1998
la Sección Segunda acordó tener por parte a la Pro-
curadora Sra. Ortiz-Cañavate Levenfeld interponiendo el
recurso de amparo en nombre de los recurrentes, y de
conformidad con el art. 50.5 LOTC, conceder a los
demandantes un plazo de diez días para que aportasen
testimonio del escrito de alegaciones de la apelación
y de la Sentencia apelada.

4. Por providencia de 28 de junio de 1999 se acordó
admitir a trámite el presente recurso y, de conformidad
con el art. 51 LOTC, se requirió al Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Barakaldo y a la Sección Cuarta
de la Audiencia Provincial de Vizcaya para que remitiesen
testimonio de los autos del juicio de menor cuantía
676/94 y del rollo de apelación 761/95; interesando
al propio tiempo el emplazamiento de cuantos fueron
parte en el proceso judicial antecedentes, con excepción
de los recurrentes, para que pudieran comparecer en
este proceso constitucional en el plazo de diez días.

5. Por providencia de 13 de septiembre de 1999
se acordó tener por recibidas las actuaciones solicitadas,
tener por parte al Procurador Sr. Calleja García, en nom-
bre de don Luciano González Verdú y dar vista de las
actuaciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal
para que en el plazo común de veinte días pudieran
presentar las alegaciones que estimasen procedentes.

6. Mediante escrito registrado el 14 de octubre de
1999, la representación procesal de don Luciano Gon-
zález Verdú presentó sus alegaciones en las que interesa
la denegación del amparo. La Sentencia de la Audiencia
sostiene que no cabe aclaración de Sentencia en el trá-
mite de apelación y lo hace acertadamente. La aclaración
de Sentencia está regulada como un «recurso» extraor-
dinario que se debe ejercitar ante el órgano que dictó
la resolución objeto de aclaración y de su propia natu-
raleza y finalidad (corrección de errores aritméticos o
aclaración de algún punto oscuro o de alguna omisión
involuntaria) se desprende que tan sólo puede ser resuel-
ta por el órgano que dicta la Sentencia objeto de acla-
ración. Por consiguiente, siempre que se entienda que
la pretensión subsidiaria ejercitada por los apelantes con-

sistía en una petición de aclaración, la negativa de la
Audiencia a resolver sobre la misma debe considerarse
ajustada al derecho a la tutela judicial efectiva. Por otra
parte, para el caso de que la petición subsidiaria objeto
de controversia no se considere como una petición de
aclaración de Sentencia, como así parece desprenderse
del escrito de interposición del amparo, fallaría el pre-
supuesto básico para considerar lesionado el derecho
a la tutela judicial efectiva: la falta de pronunciamiento
de la Audiencia sobre alguna de las pretensiones ejer-
citadas en la apelación, ya que la Sala resolvió todas
las cuestiones planteadas por los apelantes.

7. Por escrito registrado el 15 de octubre de 1999
los recurrentes formulan sus alegaciones en las que inte-
resan el otorgamiento del amparo solicitado. La Sen-
tencia impugnada, resolvía un recurso de apelación que
se basaba fundamentalmente en dos motivos. El primero
lo era con carácter principal, que contenía asimismo
diversos motivos de apelación, y cuya finalidad era que
se dictara por la Audiencia Provincial nueva Sentencia
revocando en todas sus partes la de primera instancia,
absolviendo a los apelantes de la demanda planteada
de adverso y con plena estimación de la demanda recon-
vencional planteada por esta parte. El otro motivo lo
era con carácter subsidiario, y su finalidad era la revo-
cación parcial de la Sentencia apelada, al objeto de que
se declarase que la cantidad resultante de las bases
indemnizatorias y de las compensaciones establecidas
por el Juzgador a quo, interpretadas correctamente a
tenor de la prueba practicada, sería a favor de los ape-
lantes en la cuantía de 468.667 pesetas, y no de
271.333 pesetas a favor de los apelados. El primer moti-
vo de los alegados por esta parte en el citado recurso
de apelación, planteado con carácter principal y basado
en error del Juzgador de instancia en la apreciación de
la prueba, así como en infracción de precepto legal, fue
desestimado por la Audiencia y no es, ni pudiera serlo,
objeto de la presente demanda de amparo. Sí lo es,
en cambio, la desestimación de la petición subsidiaria
planteada por esta parte, pues la negativa de la Sala
a pronunciarse sobre el fondo del posible error en la
apreciación de la prueba cometido por el Juzgador de
instancia, a pesar de ser una de las peticiones que expre-
samente los apelantes formularon en el recurso a través
de su escrito de alegaciones, vulnera, a nuestro juicio,
el derecho constitucional de los recurrentes a obtener
la tutela judicial efectiva, pues habiendo ejercitado una
pretensión legítima, por la Sala se ha omitido pronun-
ciamiento alguno al respecto, en base a un defecto pro-
cesal inexistente, provocando la indefensión de esta
parte.

Básicamente, la tesis de la Sentencia recurrida, en
lo que afecta a la petición subsidiaria de esta parte y
objeto, por tanto, del recurso de amparo, se sustenta
en que si bien la resolución del Juzgador de instancia
podría incurrir en un error de cuenta al estimar en
100.000 pesetas mensuales la renta pactada, cuando
a partir del tercer mes era contractualmente de 140.000
pesetas, la solicitud de los recurrentes debía haberse
realizado a través de la oportuna aclaración de Sentencia
y no mediante el recurso de apelación, siendo extem-
poráneas las peticiones realizadas y no considerando
el recurso de apelación como el medio procesal ade-
cuado para aclarar la significada Sentencia. Tal omisión
juzgadora de la Sentencia al negarse a pronunciarse
sobre el posible error en la apreciación de la prueba
cometido por el Juzgador de instancia, produce una clara
indefensión a los recurrentes y vulnera su derecho fun-
damental a obtener la tutela judicial efectiva contem-
plado en el artículo 24.1 de la Constitución, al no resolver
la Sala una de las legítimas pretensiones solicitadas en
el recurso de apelación planteado. No es cierto que los
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recurrentes hubieran solicitado aclaración de Sentencia
en la apelación, sino que, como se expuso en el escrito
de alegaciones, en este apartado subsidiario, basaban
su recurso en el error que el Juzgador de instancia había
cometido al apreciar la prueba practicada, en concreto,
en error de hecho en la determinación de las bases
indemnizatorias, así como en infracción de precepto
legal. Singularmente, incurría en error al contabilizar el
tiempo transcurrido desde la formalización del contrato
hasta la fecha de la Sentencia de primera instancia (19
meses en lugar de 18), y, sobre todo, al apreciar e inter-
pretar la estipulación 3 del contrato de arrendamiento
aportado como prueba documental, donde la cuantía
de la renta mensual pactada pasaba a ser de 140.000
pesetas mensuales, a partir del 1 de junio de 1994 y
hasta el 29 de septiembre de 1995. Dichos errores pro-
batorios, exceptuándose si se quiere el error en el cóm-
puto de los meses transcurridos, no son una simple equi-
vocación aritmética o material que pueda ser subsanada
mediante aclaración de Sentencia, sino que tienen un
alcance notablemente mayor, ya que no sólo altera las
cuantías que deben abonarse recíprocamente las partes,
sino que supone una modificación de los fundamentos
legales de la Sentencia, en particular de la determinación
de las bases indemnizatorias, y un cambio radical del
fallo, al tener que abonar dinero el demandante a los
demandados, en lugar de éstos a aquél. Por ello, el error
del Juzgador de instancia no puede subsanarse a través
de un recurso de aclaración, sino que por su entidad
e importancia en la resolución, requería, en todo caso,
del recurso ordinario previsto legalmente, cual es el de
apelación. Por otro lado, tampoco cabe compartir el argu-
mento de la Sala de que no cabe, en su caso, aclaración
de Sentencia en apelación. Es obvio que ambos recursos
suponen una rectificación de la resolución dictada, si
bien en el de aclaración debe ser mínima y está muy
limitada legalmente. Pues bien, partiendo de esta base,
no existe razón alguna para negar, en su caso, esa posi-
bilidad de rectificación a través del recurso de apelación,
cuando en éste, además, se solicitan otras modificacio-
nes principales mucho más profundas y que afectan
directamente a la totalidad del asunto debatido, como
eran la revocación total de la Sentencia con desesti-
mación de la demanda y estimación íntegra de la recon-
vención. Es más, ni siquiera se puede alegar perjuicio
o indefensión hacia la parte contraria, ya que los trámites
del recurso de apelación suponen mayor garantía para
el apelado que la aclaración de Sentencia, de cuya soli-
citud y trámite no se le da traslado. Resulta ilógico, dicho
sea con todos los respetos, y contrario al principio cons-
titucional de pro actione (quien puede lo más, puede
lo menos), pretender que esta parte solicite una previa
aclaración de Sentencia y un posterior recurso de ape-
lación, cuando en su opinión, la resolución no es ajustada
a Derecho por diversos motivos que justifican con enti-
dad suficiente un recurso de apelación. En definitiva,
que la Sala de la Audiencia Provincial de Vizcaya aprecie
un posible error en la resolución dictada por el Juzgador
de instancia, pero se niegue a rectificar, en su caso,
dicho error pese a estar expresamente solicitado por
la parte recurrente a través del recurso de apelación
planteado, argumentando que debía haber sido subsa-
nado mediante aclaración de Sentencia, supone dejar
sin resolver una pretensión legítimamente ejercitada por
los recurrentes, y vulnera su derecho constitucional a
obtener la tutela judicial efectiva de los jueces y tribu-
nales (art. 24.1 CE), además de la indefensión que tal
omisión produce. En este sentido, la doctrina del Tribunal
Constitucional ha declarado que la esencia del derecho
a la tutela judicial efectiva comprende la legítima pre-
tensión de obtener una resolución de fondo, salvo cuan-
do exista alguna causa impeditiva prevista por la Ley
que no vaya en contra del contenido esencial del derecho

y sin que quepa la aplicación estricta o excesivamente
formalista de las causas legales de inadmisión que pue-
dan vulnerar dicho derecho constitucional. Igualmente,
el Tribunal Constitucional y el Tribunal Supremo reite-
radamente recogen en su Jurisprudencia, que el artículo
363 LEC, así como el 267 LOPJ, regulan el llamado
recurso de aclaración, que en sí mismo no constituye
un verdadero recurso, aunque en la práctica se le de
ese nombre, y cuya finalidad es únicamente una facultad
de corrección y rectificación de los errores materiales,
limitándose el concepto de «error material» a aquellos
supuestos en los que el error es apreciable de manera
directa y manifiesta, sin necesidad de acudir a interpre-
taciones o razonamientos más o menos complejos, de
tal manera que su corrección no cambie el sentido de
la resolución, manteniéndose éste en toda su integridad
después de haber sido subsanado el error. Citando Sen-
tencias más recientes en igual sentido, cabe reseñar la
STC de 17 de diciembre de 1996 (1996/208) o la de
27 de octubre de 1997 (1997/180).

8. Mediante escrito registrado el 25 de octubre de
1999, el Fiscal formula sus alegaciones interesando que
se otorgue el amparo. Tras descartar que nos hallemos
ante un supuesto de incongruencia omisiva, lo que exi-
giría el planteamiento del incidente de nulidad de actua-
ciones del art. 240.3 LOPJ, entiende que la respuesta
dada por la Audiencia no resulta aceptable y vulnera
el art. 24.1 CE. En la Sentencia recurrida se omite el
pronunciamiento al motivo de apelación alegado como
subsidiario puesto que se aborda como «primera cues-
tión» (FJ 1), lo que se llama extemporánea petición que,
se dice debió interesarse en un recurso de aclaración
y no de apelación, arguyéndose como elemento de apoyo
la posible indefensión de la contraparte que podía haber
apelado la Sentencia, una vez aclarada. Tales argumen-
tos no parecen sin embargo convincentes por tres razo-
nes: a) No parece claro que el error de la Sentencia
en cuanto a la suma pueda remediarse a través de un
recurso de aclaración. No se trata de un simple error
de cuenta o un mero desajuste entre fundamentación
jurídica y fallo, supuestos que permite la Ley (art. 267
LOPJ) o la jurisprudencia de este Tribunal Constitucional.
La modificación que los apelantes pretendían tenía un
mayor alcance, como lo era y así se dijo, que se con-
siderara una distinta renta en los alquileres para casi
toda la duración del contrato, que se invirtieran las posi-
ciones de acreedor y deudor y se modificara el fallo,
modificaciones que debían operarse a través de un recur-
so de apelación y que exceden del estrecho cauce de
la aclaración. b) Que la presunta indefensión del apelado
no existe en un recurso de apelación en el que por impe-
rativo legal se le da traslado del mismo para que lo
impugne, como efectivamente ocurrió. c) Que no es des-
deñable el argumento empleado en la demanda de ampa-
ro en el sentido de que «quien puede lo más puede
lo menos». Si el recurso de apelación según el común
de la doctrina, supone un novum iudicium en donde
se pueden revisar de modo total los hechos y el derecho
por el Tribunal superior, no se ve la razón por la que
no se permite rectificar una Sentencia corrigiendo las
cifras que llevaron, según los apelantes, a un fallo equi-
vocado y de signo diferente. Lo contrario supondría limi-
tar a motivos tasados (como en casación o revisión) un
recurso abierto como es la apelación.

Por último, si nos atenemos al concepto de incon-
gruencia podría llegarse a la conclusión de que la res-
puesta a la pretensión principal que se halla en el fun-
damento jurídico 2 de la Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial implicaba la respuesta a la subsidiaria. Sin embar-
go, ello es sólo posible cuando ambas se hallan subor-
dinadas, lo que aquí no ocurre por ser pretensiones inde-
pendientes. Tampoco cabría hablar de congruencia implí-
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cita o de respuesta tácita toda vez que la respuesta existe
y esta explicitada, pero ello no supone sino un expediente
formal de despacho (en el mal sentido) de la pretensión,
por negarse la Sala a abordar la temática, lo que supone
una denegación de justicia en este punto concreto, lesio-
nando con ello el art. 24.1 CE.

9. Por providencia de 11 de febrero de 2003 se
fijó para la deliberación y fallo del presente recurso el
día 13 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo se formula por quienes,
como los ahora demandantes de amparo Sres. Estéfano
Mardones, interpusieron recurso de apelación contra
Sentencia que les fue desfavorable, ejercitando en él
una pretensión subsidiaria de revocación parcial de la
Sentencia apelada, al amparo de una errónea determi-
nación de los hechos y una inadecuada valoración del
material probatorio, sin que tal pretensión fuese exa-
minada en cuanto al fondo, por entender la Audiencia
Provincial de Vizcaya, como Tribunal ad quem, que tal
pretensión entrañaba en rigor una mera aclaración o
rectificación de errores materiales o de cuenta que debió
ser planteada en su día mediante el remedio procesal
de la aclaración frente a la Sentencia de instancia
impugnada.

Este es el núcleo de la pretensión de amparo, que
aduce vulneración por la Sala de apelación del art. 24.1 CE,
con la consiguiente indefensión de los apelantes, los
ahora demandantes de amparo, al quedar imprejuzgada
su pretensión subsidiaria con la referida motivación (li-
teralmente transcrita en el antecedente 1 de esta Sen-
tencia), por lo que solicitan la nulidad de la Sentencia
impugnada a fin de que, para restablecerles en su dere-
cho fundamental, se dicte nuevo pronunciamiento en
apelación en el que se examine y decida sobre la pre-
tensión oportunamente ejercitada en el correspondiente
recurso de apelación.

Se opone a que prospere la pretensión de amparo
la representación procesal del comparecido don Luciano
González Verdú, demandante apelado en el juicio de
menor cuantía al que puso fin la Sentencia aquí impug-
nada (dictada por la Sección Cuarta de la Audiencia Pro-
vincial de Vizcaya el 19 de mayo de 1998). Por su parte,
el Ministerio Fiscal interesa el otorgamiento del amparo,
no sin antes rechazar que hubiera debido agotarse la
vía judicial mediante la utilización del incidente de nuli-
dad de actuaciones del art. 240.3 LOPJ.

2. Hemos de confirmar, ante todo, este criterio del
Fiscal, adverso a la procedencia en este caso del inci-
dente de nulidad referido. En efecto, no nos hallamos
ante un caso de incongruencia omisiva en estricto sen-
tido, pues la Sentencia de apelación no ha dejado de
considerar el objeto procesal planteado por los apelantes
(revisión del error de prueba cometido por el Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Barakaldo), es decir,
no ha omitido en este sentido el examen de la pretensión
subsidiaria ejercitada con dicho respaldo argumental,
sino que ha considerado dicho objeto procesal y le ha
dado expresa respuesta, tal como la contenida en el
fundamento jurídico primero de la Sentencia, si bien
aquella ha consistido en calificar dicha pretensión sub-
sidiaria como una mera solicitud de aclaración o rec-
tificación de la Sentencia apelada, para la que, aparte
de considerarla extemporánea, se declaraba incompe-
tente el Tribunal de apelación, dejándola así imprejuz-
gada en cuanto a su fondo o contenido.

En todo caso, y como entiende el Ministerio Fiscal,
las dudas que suscita el planteamiento expuesto no
hacían necesaria en este caso la previa formulación del

incidente de nulidad de actuaciones del art. 240.3 LOPJ,
por lo que no existiendo óbice procesal alguno que pudie-
ra conducir a la inadmisibilidad del recurso de amparo,
procede el examen de la queja o vulneración consti-
tucional en que éste se sustenta.

3. Se ha de comenzar el examen de fondo recor-
dando, pues se aduce por los demandantes de amparo
la vulneración del art. 24.1 CE, las líneas esenciales de
la jurisprudencia constitucional recaída al respecto, y en
lo que a este caso concierne.

Pues bien, este Tribunal ha declarado reiteradamente
que el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales
de la jurisdicción ordinaria una resolución razonada y
fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones
oportunamente deducidas por las partes, se erige en
un elemento esencial del contenido del derecho a la
tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24.1 CE que,
no obstante, también se satisface con la obtención de
una resolución de inadmisión, que impide entrar en el
fondo de la cuestión planteada, si esta decisión se funda
en la existencia de una causa legal que así lo justifique
aplicada razonablemente por el órgano judicial (SSTC
19/1981, de 8 de junio; 69/1984, de 11 de junio;
6/1986, de 21 de enero; 118/1987, de 8 de julio;
57/1988, de 5 de abril; 124/1988, de 23 de junio;
216/1989, de 21 de diciembre; 154/1992, de 19 de
octubre; 55/1995, de 6 de marzo; 104/1997, de 2
de junio; 108/2000, de 5 de mayo, entre otras muchas),
pues, al ser el derecho a la tutela judicial efectiva un
derecho prestacional de configuración legal, su ejercicio
y prestación están supeditados a la concurrencia de los
presupuestos y requisitos que, en cada caso, haya esta-
blecido el legislador, que no puede, sin embargo, fijar
obstáculos o trabas arbitrarios o caprichosos que impi-
dan la tutela judicial garantizada constitucionalmente
(STC 185/1987, de 18 de noviembre).

El derecho a obtener una resolución sobre el fondo
rige tanto en el acceso a la primera instancia judicial
como en la fase de recurso. Sin embargo, mientras en
el acceso a la jurisdicción el principio pro actione actúa
con toda su intensidad, por lo que las decisiones de
inadmisión sólo serán conformes con el art. 24.1 CE
cuando no eliminen u obstaculicen injustificadamente
el derecho a que un órgano judicial conozca y resuelva
la pretensión formulada (SSTC 6/1986, de 21 de enero;
118/1987, de 8 de julio; 216/1989, de 21 de diciem-
bre; 154/1992, de 19 de octubre; 55/1995, de 6 de
marzo; 104/1997, de 2 de junio; 112/1997, de 3 de
junio; 8/1998, de 13 de enero; 38/1998, de 17 de
febrero; 130/1998, de 16 de junio; 207/1998, de 26
de octubre; 16/1999, de 22 de febrero; 63/1999, de
26 de abril; 108/2000, de 5 de mayo), en la fase de
recurso, el principio pro actione pierde intensidad, pues
el derecho al recurso no nace directamente de la Cons-
titución sino de lo que hayan dispuesto las leyes pro-
cesales, correspondiendo al ámbito de libertad del legis-
lador, salvo en materia penal, el establecimiento y regu-
lación de los recursos procedentes en cada caso (STC
37/1995, de 7 de febrero). Por ello, las decisiones judi-
ciales de inadmisión no son, en principio, revisables en
la vía de amparo, salvo que vulneren el derecho a la
tutela judicial efectiva, toda vez que configurado legal-
mente el recurso, el art. 24.1 CE garantiza también su
utilización (SSTC 63/1992, de 29 de abril, FJ 2;
63/2000, de 13 de marzo, FJ 2), por lo que las deci-
siones judiciales que declaren la inadmisibilidad de un
recurso excluyendo el pronunciamiento sobre el fondo
en la fase impugnativa del proceso vulneran el derecho
a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de derecho
de acceso a los recursos legalmente establecidos, cuan-
do se funden en una interpretación de la legalidad que
proceda estimar como arbitraria o manifiestamente irra-



114 Miércoles 5 marzo 2003 BOE núm. 55. Suplemento

zonable (STC 133/2000, de 16 de mayo), carezcan de
la debida motivación (SSTC 214/1988, de 14 de
noviembre; 63/1992, de 29 de abril), se apoyen en una
causa legal inexistente (SSTC 69/1984, de 11 de junio;
57/1988, de 5 de abril; 18/1993, de 18 de enero;
172/1995, de 21 de noviembre; 135/1998, de 29 de
junio; 168/1998, de 21 de julio; 63/2000, de 13 de
marzo; 230/2000, de 2 de octubre), o, en fin, sean el
resultado de un error patente (SSTC 295/2000, de 11
de diciembre; 134/2001, de 13 de junio; 22/2002, de
28 de enero).

4. En el presente caso, los demandantes del amparo
ante la Sentencia de primera instancia que estimó sólo
parcialmente sus pretensiones interpusieron, en tiempo
y forma, el oportuno recurso de apelación que, como
se deduce de las alegaciones escritas presentadas al
amparo de los arts. 709 y 876 LEC, y que se han dejado
parcialmente transcritas en los antecedentes de esta
resolución, fundaron, entre otros, en el argumento prin-
cipal de que el Juez a quo había incurrido en un error
en la apreciación de los hechos debatidos en el pleito,
y en concreto, que el Juzgador no había tenido en cuenta
que según la cláusula 3 del contrato, la renta inicial de
100.000 pesetas mensuales pasaba a convertirse a par-
tir del 1 de junio de 1994 en 140.000 pesetas. Asi-
mismo, se alegaba un error en el cómputo de los meses
a tener en cuenta, que eran diecinueve en lugar de die-
ciocho. Todo ello determinaba que las rentas devengadas
y adeudadas por el arrendatario demandante a los
demandados apelantes pasase de 1.800.000 pesetas,
que era la cantidad fijada por el Juez, a la suma de
2.540.000 pesetas, lo que produciría una evidente modi-
ficación del fallo, ya que de ser los demandados los
que tendrían que pagar al actor la cantidad de 271.333
pesetas (que es la cantidad establecida en el fallo de
la Sentencia apelada), sería el actor el que tendría que
abonar a los demandados la cantidad resultante de restar
a las citadas 2.540.000 pesetas, la cantidad reconocida
a aquel de 2.071.333 pesetas, esto es, 468.667 pesetas.

Lo que se acaba de decir revela que lo que se alegaba
por los apelantes no era un simple «error de cuenta»,
como lo califica la Sentencia que ahora se impugna,
sino un error de concepto o de valoración jurídica que,
de estimarse, no sólo obligaría a corregir las cifras tenidas
en cuenta por el Juzgador a quo, sino que implicaría
también una modificación del fallo judicial que de ser
desestimatorio de una de las pretensiones de los deman-
dados-reconvinientes-apelantes pasaría a ser estimato-
rio, con la consiguiente condena del actor en este punto.

5. Por lo expuesto, no puede aceptarse el funda-
mento que se utiliza por la Audiencia para dejar de exa-
minar la pretensión que era objeto del recurso; esto es,
que estamos ante un «error de cuenta» que podía ser
subsanado en el trámite de aclaración, por lo que resulta
extemporánea su formulación en el recurso de apelación.

El procedimiento de aclaración de Sentencias previsto
en el art. 267 LOPJ (y en el a la sazón aplicable art.
363 LEC), constituye un cauce que sólo permite aclarar
algún concepto oscuro o suplir cualquier omisión que
contenga la resolución judicial, o rectificar errores mate-
riales manifiestos o aritméticos, pero en ningún caso
puede servir para alterar sustancialmente el contenido
del fallo judicial.

En este sentido, este Tribunal ha declarado reitera-
damente que la modificación del fallo de una resolución
judicial a través del procedimiento de la aclaración pre-
visto en el art. 267 LOPJ supone una infracción del prin-
cipio de intangibilidad de las resoluciones firmes al mar-
gen del cauce procesal establecido para la revisión de
las resoluciones judiciales que vulnera el derecho a la
tutela judicial efectiva (SSTC 119/1988, de 20 de junio;

231/1991, de 10 de diciembre; 142/1992, de 13 de
octubre; 380/1993, de 20 de diciembre; 23/1994, de
27 de enero; 57/1995, de 5 de marzo; 106/1995, de
3 de julio; 122/1996, de 8 de julio; 180/1997, de 27
de octubre; 103/1998, de 18 de mayo, entre otras
muchas). Y en esta línea, la STC 231/1991, precisa que
el cauce del art. 267 LOPJ sólo autoriza para rectificar
«errores materiales» en «aquellos supuestos en los que
el error es apreciable de manera directa y manifiesta,
sin necesidad de acudir a interpretaciones o razonamien-
tos más o menos complejos, de tal manera que su correc-
ción no cambie el sentido de la resolución, mantenién-
dose ésta en toda su integridad después de haber sido
subsanado el error. Por tanto, es un «error material» aquel
cuya corrección no implica un juicio valorativo, ni exige
operaciones de calificación jurídica o nuevas y distintas
apreciaciones de prueba, ni supone resolver cuestiones
discutibles u opinables por evidenciarse el error direc-
tamente, al deducirse, con toda certeza, del propio texto
de la Sentencia, sin necesidad de hipótesis, deducciones
o interpretaciones» (FJ 5).

La doctrina que se deja señalada pone de manifiesto
que, en el caso que nos ocupa, los errores en la apre-
ciación de la prueba que los apelantes imputaban a la
Sentencia de primera instancia, de existir, nunca podían
ser corregidos por el Juzgado de Primera Instancia a
través del remedio de la «aclaración» previsto en el art.
267 LOPJ, pues para su determinación se exigía una
revisión de la apreciación de los hechos y de la valoración
de las pruebas efectuadas por el Juzgador de primera
instancia que excedía de los estrechos cauces que auto-
riza la vía de la aclaración de Sentencias, máxime cuando,
como los apelantes razonaban, la rectificación o correc-
ción del error cometido por el Juzgado implicaba una
modificación del fallo judicial, lo que, como hemos visto,
tienen prohibido los Jueces y Tribunales a través del
procedimiento del art. 267 LOPJ.

6. Lo expuesto evidencia, sin necesidad de más
detenida consideración, que la Sentencia impugnada, al
dejar de pronunciarse sobre el fondo del motivo opor-
tunamente articulado por los apelantes en su recurso
de apelación, en el que imputaban a la Sentencia apelada
un error en la apreciación de la prueba que, de estimarse,
obligaría a modificar el fallo judicial de la resolución de
primera instancia, al entender que esta petición era
extemporánea dado que tenía que haber sido canalizada
a través de la aclaración de Sentencia, ha fundado su
decisión en una aplicación del art. 267 LOPJ que resulta
manifiestamente irrazonable y contraria a la jurispruden-
cia constitucional que proscribe la utilización del pro-
cedimiento de la aclaración de Sentencias cuando ello
entrañe una modificación del fallo judicial, con lo que
se ha vulnerado el derecho de los recurrentes a obtener
una resolución de fondo sobre la pretensión impugna-
toria planteada en el recurso de apelación, y con ello
su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del
art. 24.1 CE, lo que obliga a otorgar el amparo que se
solicita.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Francisco y don
Carlos Estéfano Mardones, y en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho de los demandantes a la
tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE).
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2.o Declarar la nulidad de la Sentencia dictada el
19 de mayo de 1998 por la Sección Cuarta de la Audien-
cia Provincial de Vizcaya, en el rollo de apelación núm.
761/95.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
inmediato anterior al de pronunciarse la referida Sen-
tencia de apelación, a fin de que se vuelva a dictar otra
en la que, con plenitud de jurisdicción, la Audiencia Pro-
vincial se pronuncie sobre la pretensión subsidiaria basa-
da en el error en la apreciación de la prueba imputado
a la Sentencia de primera instancia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de febrero de dos mil
tres.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.

4494 Sala Primera. Sentencia 31/2003, de 13 de
febrero de 2003. Recurso de amparo
3145/98. Promovido por doña María Ruiz
Sánchez y otra frente a las Sentencias de la
Audiencia Provincial de Murcia y de un Juz-
gado de Instrucción que, en un juicio de faltas
por un accidente de circulación, no les indem-
nizó por gastos de asistencia domiciliaria.

Supuesta vulneración de los derechos a la
igualdad, a la integridad y a la tutela judicial
efectiva: indemnización que aplica los bare-
mos legales y no alcanza a perjuicios no acre-
ditados (STC 181/2000).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 3145/98, promo-
vido por doña María Ruiz Sánchez y doña Victoria García
García, representadas por doña Teresa Castro Rodríguez,
Procuradora de los Tribunales, y asistidas por doña
Raquel Murcia Molinero, Abogada, contra la Sentencia
dictada por la Sección Tercera de la Audiencia Provincial
de Murcia el 18 de mayo de 1998, confirmatoria en
apelación de la dictada por el Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Cartagena el 23 de diciembre de 1997, dima-
nante del juicio de faltas núm. 309/96. Han intervenido
la compañía aseguradora Athena, Ibérica de Seguros y
Reaseguros, S.A., (en adelante, Athena, S.A.), represen-
tada por el Procurador don Manuel Ledo Rodríguez y
asistida por el Abogado don Alfredo Flórez Plaza, y el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don

Pablo García Manzano, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. El 9 de julio de 1998 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal escrito de doña Teresa Castro
Rodríguez, Procuradora de los Tribunales y de doña María
Ruiz Sánchez y de doña Victoria García García, mediante
el que formuló recurso de amparo contra la Sentencia
referida en el encabezamiento. El hecho del que dicha
resolución (y la que fue objeto de apelación) trae causa
fue un accidente de circulación sufrido el 17 de octubre
de 1996 por el vehículo en el que, junto con otras per-
sonas, las recurrentes viajaban como pasajeras, a resul-
tas del cual sufrieron diversas lesiones que requirieron
días de hospitalización y tratamiento médico y rehabi-
litador, quedándoles secuelas. La Sentencia del Juzgado
de Instrucción procedió a aplicar las disposiciones de
la Ley 30/1995, de responsabilidad civil y seguro en
la circulación de vehículos de motor, estableciendo las
cantidades indemnizatorias correspondientes en virtud
de los distintos conceptos a sufragar por el conductor
responsable del accidente y declarando la responsabi-
lidad civil directa de la compañía aseguradora Athena
respecto de las mismas. Contra dicha Sentencia recurrie-
ron en apelación, entre otros, las ahora solicitantes de
amparo, en razón -en lo que al presente recurso interesa-,
de que no se las indemnizó por los gastos de asistencia
domiciliaria reclamados. La Sentencia resolutoria del
recurso desestima éste, entendiendo que tal concepto
no se preveía como susceptible de indemnización en
la Ley aplicable, y que tal asistencia no se acreditó debi-
damente a la vista de los informes médico forense y
de la duración de las lesiones que se expresan.

2. La demanda de amparo se basa en la vulneración
de los derechos fundamentales de igualdad (art. 14 CE)
y a la vida e integridad física (art. 15 CE), como con-
secuencia de la aplicación de la Ley 30/1995, en la
medida en que impide resarcir los costes de asistencia
domiciliara requerida a consecuencia del accidente que,
como gasto imperativo destinado al cuidado esencial
del perjudicado por el accidente de tráfico, entra dentro
de la reparación del daño causado conforme a los
arts. 1902 y 1101 CC. La vulneración de los derechos
fundamentales aducidos tiene lugar, en el caso de la
igualdad, porque los daños corporales causados por
circulación de vehículos a motor supone una flagrante
discriminación con relación a los producidos por otras
causas, y en el caso del derecho a la vida y a la integridad
física y moral, porque la normativa cuestionada no per-
mite reparar íntegramente el daño causado a los órganos
judiciales, que son los competentes para ello, desde el
momento en que impone la suma que el baremo fija
con independencia de la cuantía real del daño. Respecto
de ambas alegaciones se apoya la demanda en la Sen-
tencia del Tribunal Supremo, de 26 de marzo de 1997,
y termina recordando algunas cuestiones de inconsti-
tucionalidad que a la sazón pendían de solución ante
este Tribunal, en las que se propugnaba la inconstitu-
cionalidad de determinados preceptos del Anexo de la
Ley 30/1995. En consecuencia, la demanda concluye
solicitando se declare la nulidad de la resolución dictada
por la Audiencia Provincial y la retroacción de las actua-
ciones al momento de dictar Sentencia, para que dicte
otra en la que no se aplique la norma que se entiende
vulneradora de los derechos fundamentales aducidos.

3. Por providencia de 11 de enero de 1999, la Sec-
ción Segunda de este Tribunal acuerda conceder a la
representante legal de las recurrentes el plazo de diez


